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PRESIDE: — Señor Representante Andrés Oribe. 


MIEMBROS: Señores Representantes Guzmán Acosta y Lara, Juan José Bentancor, Nora Castro, María 
Alejandra Rivero Saralegui y Daisy Tourné. 


INVITADOS: Por AEBU señor Juan José Ramos, Presidente del Sector Financiero Privado; señora Laura 
Yánez, Secretaria del Sector Financiero Privado; doctor Armando Cuervo, asesor letrado y 
señores Carlos Maresca, Gustavo Bernini y Roberto Caballero, consejeros. 


SEÑOR PRESIDENTE (Oribe).- Está abierta la reunión. 


La Comisión tiene el agrado de recibir a la delegación de la Asociación de Empleados Bancarios del Uruguay 
integrada por el Presidente el señor Juan José Ramos, la señora Secretaria Laura Yañez, por el asesor letrado 
Armando Cuervo y los Consejeros Carlos Maresca, Gustavo Bernini y Roberto Caballero. 


SEÑOR RAMOS.- Agradecemos a la Comisión por habernos recibido y vamos directamente al asunto 
que nos convocó que es la situación generada el viernes de hace diez días por el Banco Central del 
Uruguay en función de la que se comunicó a través de la prensa y del envío de telegramas colacionados 
el despido de ciento treinta y cuatro de los ciento treinta y seis trabajadores de la liquidación del Banco 
de Crédito. 


Los antecedentes de este tema quiero remontarlos en un breve resumen a los hechos acaecidos el 28 de 
febrero de 2003, en el cual el Banco Central del Uruguay después de casi seis meses de haber mantenido 
negociaciones con la secta Moon para la apertura del Banco de Crédito y haberse lanzando formalmente la 
creación de Nuevo Banco Comercial, decidió ese día, el 28 de febrero de 2002, la liquidación del Banco de 
Crédito. A partir de ese momento AEBU comenzó la ocupación del local del Banco de Crédito, y tenemos el 
primer antecedente de rispideces entre el Banco Central y AEBU, que es la denuncia penal que el Directorio 
del Banco Central le hizo al señor Angel Peñaloza, Presidente del sector financiero oficial de AEBU, al 
compañero Eduardo Fernández, Presidente del Consejo Central de AEBU y a quien habla, Presidente del 


sector financiero privado, por la ocupación del local del Banco de Crédito, inaugurando el proceso del 
Derecho Penal en materia de relaciones laborales. 


A partir de esa fecha hubo una negociación con el Ministro de Economía y Finanzas que concluyó con la 
desocupación del local y el compromiso de RILOMAN S.A. a pasar la empresa a manos de los trabajadores. 
A un año y a un mes de haberse celebrado ese acuerdo RILOMAN S.A. permanece en la misma situación 
después de que el Banco Central del Uruguay, el Ministerio de Economía y Finanzas y todo el mundo dicen 
que esa empresa ya está fuera de la discusión. A un año y un mes de haberse comprometido públicamente el 
Ministro de Economía y Finanzas y el Presidente del Banco Central del Uruguay, RILOMAN S.A. sigue 
estando en la misma situación que cuando se liquidó el Banco de Crédito el 28 de febrero de 2003. 


Como consecuencia de esa negociación culmina el 4 de setiembre primero con un decreto del Poder 
Ejecutivo y luego con un convenio colectivo celebrado entre los Banco de la República, de Seguros y Central 
por el cual esas instituciones se comprometen a la contratación bajo el régimen permitido en la Rendición de 
Cuentas de trabajadores por contratos a un año renovables a un año más de la totalidad de los funcionarios 
del Banco de Crédito. Ese convenio comienza a regir a partir del 1” de enero de este año con la clave de que 
por lo menos cada tres funcionarios de esos bancos que se fueran jubilando, los Bancos de la República, 
Seguros y Central, toman por lo menos uno de los funcionarios del Banco de Crédito de un total de 
seiscientos setenta, proceso que llevaría aproximadamente unos seis años si se cumplieran los mínimos 
estrictamente. 


Al 1” de enero de este año ninguno de los tres Bancos cumplió ese acuerdo. Al día de hoy, 23 de marzo, 
ninguno de los Bancos cumplió con el convenio y, por lo tanto, de los cincuenta y cinco trabajadores que 
como mínimo debieran ingresar al 1” de enero de este año, no hay ninguno trabajando. Pese a eso, el Banco 
Central hizo un llamado público en el mes de enero para la contratación bajo el régimen de contratos 
privados de veintiséis funcionarios para diversas tareas en el Banco Central, no cumpliendo bajo ninguna de 
sus normas y pautas tanto el decreto del Poder Ejecutivo como el convenio colectivo firmado oportunamente. 
Desde fines de febrero de este año, el Banco Central ha anunciado públicamente la subasta de la cartera del 
Banco de Crédito. 


No voy a complicar a la Comisión de Legislación del Trabajo con asuntos vinculados a otras Comisiones, 
como por ejemplo los argumentos hasta hoy desconocidos de por qué la liquidación del Banco de Crédito. 
Simplemente resumo que cuando se decide la liquidación, el Banco Central argumentaba que del total de 
activos del Banco de Créditos solo US$ 12:000.000 era recuperables. Al día de hoy se llevan recuperados 
más de US$ 140:000.000 o US$ 150.000.000, de los cuales cerca de US$ 92:000.000 corresponden a pagos 
de la secta. No son US$ 92:000.000, son US$ 70:000.000 aproximadamente, porque hubo allí otro tipo de 
negociaciones que fueron poco claras, por lo menos reservadas, en las cuales el Banco de Crédito además ha 
pagado el 58,8% del total de los depósitos de los depositantes. Faltan US$ 70:000.000 para pagar el 100% de 
los depósitos, y le sobra un total de cartera de aproximadamente US$ 300:000.000. Con garantía de esa 
cartera por US$ 108:000.000, valor contable de esos US$ 300:000.000, más US$ 70:000.000, de acuerdo a lo 
que ha manifestado el Banco Central. 


Quiero señalar simplemente a modo de resumen que al día de hoy nadie ha respondido la razón técnica de 
por qué el Banco de Crédito fue liquidado, siendo que el argumento era que solo quedaban US$ 12:000.000 
de cartera cobrable. Como hemos dicho, y está demostrado, se han cobrado US$ 50:000.000; se han repartido 
US$ 58,8% de los depósitos y hubo obviamente otros acuerdos de pago no en efectivo. En fin, hubo una serie 
de situaciones que lleva a revisar o por lo menos a pedir aclaraciones por parte del sindicato acerca de la 
decisión primaria del Banco Central con respecto al cierre del Banco de Crédito. 


En este esquema el Banco Central argumenta un llamado a subasta de carteras, al cual AEBU señaló su 
oposición públicamente; lo hizo a nivel de los medios de prensa y con el propio liquidador, el señor Morales, 
el 4 de marzo día en el que anunció que se iban a aplicar una serie de medidas solamente vinculadas al tema 
de la venta de carteras, pero no vinculadas al resto del proceso de liquidación, que continúa con toda 
normalidad. El día 12 de marzo se le envía al liquidador una carta con esas medidas y ese día en la noche, el 
Directorio del Banco Central resuelve el despido de los ciento treinta y cuatro funcionarios de un total de 
ciento treinta y seis del Banco de Crédito en liquidación. 


De todo este proceso el día sábado sale en los medios de prensa -vamos a dejar un informe- los nombres de 
cada uno de los funcionarios con su cédula de identidad. El Banco Central tenía la información para enviar 


los telegramas colacionados, pero hizo pública una situación que podía haber resuelto simplemente con esa 
medida. Para nosotros esto se llama saña. No había ninguna necesidad por parte del Banco Central, porque 
tenía la información básica para el despido bajo telegrama colacionado con copia, como es uso y costumbre 
de los trabajadores del sector privado, pero publicó con un remitido pago a diversos medios escritos la 
nómina con los nombres y cédula de identidad de los funcionarios 


A partir de eso tuvimos una entrevista con los señores Ministro y Subsecretario de Trabajo y Seguridad 
Social y con el Director Nacional de Trabajo. El viernes terminamos en la Dirección Nacional de Trabajo los 
aspectos formales con respecto a una denuncia de persecución sindical de parte del Banco Central, fundada 
en los considerandos 4) y 5) de la resolución del Directorio del día 12 de marzo. Paso a leer: "IV) Que en 
consecuencia las medidas sorpresivas y selectivas que obstaculizan la continuación y pronta finalización del 
proceso de liquidación, provocan un daño relevante a los acreedores cuotapartistas y pueden generar 
responsabilidad al Liquidador Delegado del Banco Central del Uruguay como administrador legal de un 
patrimonio que respalda los créditos de 5.500 cuotapartistas". 


El considerando V) establece: "Que el Banco Central del Uruguay en su carácter de liquidador y 
administrador de Banco de Crédito Fondo de Recuperación de Patrimonio Bancario se ha visto impedido de 
cumplir con el mandato legislativo, debido a medidas gremiales adoptadas por el Sindicato, que no fueran 
comunicadas en tiempo y forma de acuerdo a derecho, y sin haber dado cumplimiento con los 
procedimientos de prevención de conflictos obligatorios previstos en la normativa vigente". 


A través del numeral 1) se resuelve despedir a partir del día 15 de marzo de 2004 a los empleados cuyos 
nombres figuran en el comunicado que se envía a la prensa. 


Señalamos adicionalmente que el Vicepresidente del Banco Central, doctor Vieytes, en declaraciones hechas 
el martes pasado a Telemundo 12 -están transcritas en el expediente cuya copia dejaremos al señor 
Presidente-, señala que son las medidas sindicales la causa y la razón del despido de los funcionarios. 


Quiero adelantar que en una conversación telefónica sostenida con el Presidente del Banco Central el 12 de 
marzo, él señaló dos razones para el despido de los ciento treinta y cuatro funcionarios. El primero de sus 
argumentos apuntó a las medidas gremiales y el segundo a que AEBU estaba "jodiendo" -entre comillas- 
demasiado con el tema de la cartera y, por lo tanto, el Banco Central no tenía más argumentos para seguir 
sosteniendo la situación de esos ciento treinta y cuatro trabajadores y procedía a su despido. 


En verdad, entonces, hay dos razones. El haber venido al Parlamento, a las distintas Comisiones de Hacienda 
a informar sobre el proyecto de AEBU con respecto a las carteras del Banco de Crédito, Banco Hipotecario y 
Montevideo-Caja Obrera en liquidación, más el fideicomiso del Banco de la República y las medidas 
sindicales fueron el centro de la conversación mantenida con el economista De Brun el viernes 12 de marzo 
por la noche. 


Como consecuencia de esto, hay dos argumentos. El primero está escrito y no tengo que fundamentar 
demasiado las razones de los despidos de los ciento treinta y cuatro funcionarios, para nosotros claramente en 
violación de los convenios internacionales y de la propia normativa vigente en el país. El segundo es el tema 
de los preavisos. Desde agosto del año pasado el sindicato tiene cerrado el mecanismo del desacuerdo 
previsto en el convenio colectivo vigente en el Banco de Crédito en liquidación, por el cual se dejaba sin 
efecto las medidas vinculadas a los temas que se arreglaban en aquella oportunidad, pero por el resto de los 
asuntos las partes quedábamos libradas a tomar las medidas que se entendieran del caso, dando por 
cumplidos todos los aspectos formales vinculados al preaviso, antes de tomar las medidas de carácter 
sindical. 


En segundo lugar, queremos señalar en esta misma línea que el viernes 12 de marzo, antes del despido, se 
envía carta al liquidador con las medidas que se están destacando. Quiero leer la carta porque me parece 
sustancial a los efectos de contradecir los considerandos que después el Banco Central incluye en su 
resolución. La carta está dirigida al "Sr. Liquidador del Banco de Crédito Cr. Walter Morales" y dice así: 
"Comunicamos a usted, que por el momento la totalidad del personal de la liquidación del Banco de Crédito 
no está en condiciones de cumplir con la intimación solicitada por el Banco Central, al estar cumpliendo 
medidas gremiales definidas por los organismos pertinentes del sindicato.- Al mismo tiempo que ratificamos 
a usted nuestra disposición de realizar todas las tareas que se requieran tanto en el cobro y gestión de cartera, 


así como todos los trabajos necesarios para el cálculo y pago a depositantes, en el momento en que usted lo 
disponga", y firman los representantes de la Asociación de Bancarios del Uruguay. 


Las consecuencias de la liquidación son, en primer lugar, la prontitud de los despidos, en segundo término, la 
lentitud del Banco Central para cumplir con el convenio firmado el 4 de setiembre del año pasado siendo que 
llamó, a través de un aviso público, a interesados para concursar por veinticuatro puestos, a ser contratados a 
partir del mes de enero de este año. 


El segundo aspecto está vinculado a la liquidación y a las obligaciones del Banco Central. Las obligaciones 
del Banco Central con los depositantes son múltiples, ya que tiene que velar -como bien decía la nota del 
Directorio- por los cuotapartistas, de acuerdo con lo que impone la ley. Como consecuencia del proceso de 
despido de ciento treinta y cuatro funcionarios, desde hace nueve días hábiles el Banco de Crédito en 
liquidación no puede procesar su liquidación por diversos motivos: en primer lugar, hasta el día lunes no se 
pudo abrir el tesoro de la casa central del banco; en segundo término, no hay desde el punto de vista de los 
acuerdos comerciales -al haber sido despedido todo el personal encargado de la negociación con los 
deudores-, acuerdos de pago o convenios que se estaban redactando con deudores varios, para proceder al 
pago, en función de esos convenios, por parte de los deudores del Banco de Crédito en liquidación; en tercer 
lugar, es imposible acceder al sistema informático vinculado a las cuotapartes, ya que la empresa SONDA no 
fue la que elaboró este programa y, por lo tanto, a toda la parte vinculada a las cuotapartes -no así al sistema 
contable- no puede acceder el Banco Central porque no tiene las claves, no las conoce, ni hay empresa que 
pueda sostener el sistema informático. 


Por último, cabe destacar el tema jurídico. El Banco Central solicitó al Poder Judicial que le enviara una 
nómina de todos los juicios pendientes por el Banco de Crédito. El Poder Judicial informó que hay más de 
diez mil juicios pendientes y fueron despedidos absolutamente todos los abogados del Banco de Crédito. 
Probablemente los abogados pidan regulación de honorarios y esos juicios vayan cayendo uno a uno, al no 
pagar la liquidación el proceso de regulación de honorarios previsto por la propia normativa. Quiere decir 
que el proceso judicial lleva a una caída violentísima de todos los procesos judiciales que no tengo necesidad 
de explicar, por no ser yo abogado y por haber en la mesa algún abogado que otro. 


En esta situación tenemos a la liquidación en un proceso en el que los depositantes no tienen con quién 
hablar. Hoy de mañana se llamó al Banco Central por parte de un estudio jurídico para solicitar los pliegos, 
que según el Directorio son públicos. Pero los pliegos para la subasta no están prontos. AEBU pidió a ese 
estudio para que compare esos pliegos y se le respondió por parte del Banco Central que no estaban prontos. 
Entonces, preguntamos cómo se publica a fines de febrero un remitido pagado por el Banco Central en el que 
se dice que los pliegos cuestan US$ 5.000 y que están a disposición de los interesados. Nosotros adjuntamos 
una copia que dice así: "Banco de Crédito-Fondo de Recuperación de Patrimonio Bancario.- Llamado a 
ofertas de precio para la enajenación de un conjunto de créditos [...]". Es como si quisiera vender un auto sin 
saber cuál es. Estos pliegos no están prontos. Eso van a decirles el Banco Central si llaman hoy. 


Por lo tanto, no nos cansamos de destacar la falta absoluta de transparencia del Banco Central en el manejo 
del proceso de liquidación y de administración de los fondos de recuperación del Banco de Crédito. Por 
ejemplo, nadie conoce el acuerdo que hizo el liquidador, el Banco Central, con la secta Moon. El convenio 
inicialmente hecho con los depositantes fue cambiado y nadie sabe en qué condiciones se negoció. AEBU no 
las conoce, a pesar de su doble carácter, como sindicato de los trabajadores y como ahorrista del Banco de 
Crédito, ya que tenía un depósito allí. 


Toda esta situación nos lleva a varios problemas; el más concreto, es el laboral y por eso acudimos a esta 
Comisión. 


El señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social nos preguntaba la semana pasada qué podía hacer para 
sancionar a una empresa del Estado, a lo cual le respondimos: "Estimado Santiago, si me dices eso, es porque 
estás pintado al óleo". Si el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social no puede sancionar a una empresa 
pública que viola los convenios internacionales, mal lo puede hacer con una empresa privada que procede del 
mismo modo. 


En ese sentido, nuestra posición es clara y contundente. Aquí hay persecución sindical; el tema del Banco 
Central con AEBU viene desde la denuncia penal de marzo del año pasado a los Presidentes de los tres 
Consejos del sindicato cuando la ocupación del Banco de Crédito tras su cierre sorpresivo el día 28 de 


febrero, después de que durante seis meses todos los voceros del Banco Central anunciaban que el Banco de 
Crédito abriría. Finalmente, el proceso culmina con el incumplimiento de los convenios firmados y con el 
llamado público. Entonces, se desconoce el convenio firmado por nosotros a instancias del propio Ministro 
de Economía y Finanzas. Dicho convenio no fue firmado por voluntad del Banco Central, sino porque el 
Poder Ejecutivo, a través de un decreto, obligó a los Directorios del Banco República, del Banco de Seguros 
del Estado y del Banco Central a firmar un convenio colectivo con nosotros. Al día de hoy, ese convenio es 
incumplido y no hay ninguna fecha concreta para su cumplimiento; esto fue solicitado por nosotros en el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


Por otro lado, todo lo vinculado con el proceso de liquidación está íntimamente atado con el proceso laboral. 


Las medidas sindicales no son nuevas ni sorpresivas; son las mismas que estamos aplicando en las 
liquidaciones de los bancos Caja Obrera, Comercial y Montevideo. No obstante, en un lado se procede a los 
despidos y en otro no. Si las medidas son ilegales, según ellos dicen, lo son tanto aquí como en la liquidación 
de los bancos Caja Obrera, Comercial y Montevideo. 


Cabe agregar que hay dos funcionarios que fueron notificados por no entregar la información solicitada, pero 
no se los despidió: uno era afiliado y el otro no. Ellos eran los gerentes responsables, no entregaron la 
información, pero no se los despidió. No obstante, sí lo fueron otros funcionarios que no recibieron esas 
notificaciones. Esto habla de la dualidad de criterios. Si según entiende el Banco Central hubo medidas 
ilícitas -cosa que no compartimos-, también tendrían que haber sido despedidos los dos funcionarios que 
quedaron trabajando en la liquidación del Banco de Crédito. Y si ese fuese el tenor de las resoluciones del 
Banco Central, también se tendría que despedir a los doscientos noventa y cuatro funcionarios encargados de 
la liquidación de los bancos Caja Obrera, Comercial y Montevideo, lo que tampoco sucedió. Está de más 
mencionar las consecuencias que puede haber sobre los procesos de liquidación de esas instituciones si eso 
llega a acontecer. 


SEÑORA YÁÑEZ.- Aclaro que acudo en mi calidad de secretaria del Consejo de Banca Privada y ex 
funcionaria del Banco de Crédito. 


Quisiera decir que en su intervención en Telemundo 12, el doctor Vieytes se arroga para el Directorio del 
Banco Central el mejor cuidado de los depósitos de los ahorristas. Para aclarar en qué consistieron las 
medidas sindicales y por qué estamos afirmando que aquí hay persecución sindical, debo señalar que el 
liquidador delegado en la audiencia en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social reconoció que al día 15 de 
febrero -cuando se publicó el aviso de que se subastaban las carteras- él tenía toda la información sobre 
dichas carteras. Es más: en el mes de enero se realizó una subasta de una cartera chica de US$ 10:000.000 
que se eligió del total de la cartera. Es decir que ellos contaban con la totalidad de la cartera de la cual 
eligieron esa suma para subastar. 


El día 15 sale el aviso en la prensa y se establece el día 20 como última fecha para retirar los pliegos. El 
liquidador delegado reconoce que a esa fecha tenía toda la información. De todos modos, aunque él no lo 
hubiera reconocido, en la planta baja del Banco de Crédito se instaló una computadora, a la cual accedían 
todos los depositantes, con el detalle de toda la cartera del Banco de Crédito. Por lo tanto, mal se puede 
afirmar que, en realidad, la situación se debe al trancazo sindical. De hecho, cualquier medida de paro tranca 
algo, pero mal se puede decir que no se conocía cuál era la cartera del Banco de Crédito, cuando a la fecha en 
que el Banco Central hace el llamado para la subasta, ya se contaba con toda la información. 


Lo que yo quiero rescatar es que estamos frente a una subasta en la que se dice que no se sabe lo que se 
subasta ni cuánto se va a pedir por esa cartera. Esa falta de información la tenemos todos, salvo el Directorio 
del Banco Central. Ninguno de nosotros sabe a cuánto asciende la cartera; tampoco lo sabe el Parlamento. 
Pero hay US$ 300:000.000 con más de US$ 108:000.000 de garantías reales y han llegado versiones en el 
sentido de que el Banco Central está dispuesto a hacer una subasta por US$ 70:000.000 que es lo que se le 
debe a los ahorristas. El otro día poníamos el siguiente ejemplo: es como sacar un aviso en la prensa que 
diga: "Vendo algo que no sé lo que es y tampoco sé cuánto pido". Entonces, mal podría haber cinco 
interesados firmes en la compra de esa cartera: acá hay cinco agentes económicos que conocen cuál es la 
cartera y por cuánto se puede comprar. 


Queremos aclarar que las medidas sindicales nada tuvieron que ver con la incapacidad del Banco Central 
para realizar esa subasta. Nosotros vinimos al Parlamento a denunciar un negocio turbio, porque una vez que 
termináramos de recuperar los US$ 70:000.000 -si no hubiéramos sido despedidos- que se le adeudan a los 
ahorristas, comenzaríamos a recuperar para el Estado. Entonces, si la subasta se realiza por US$ 70:000.000 
cobran los ahorristas y el Estado dirá: "Muchas gracias por los US$ 180:000.000 que todos pusimos"; no 
recuperaremos nada. 


Entendemos que el Estado, si no tiene dinero para la enseñanza, para la salud ni para nada, no está en 
condiciones de subastar la cartera a un privado para que este haga el negocio. Por lo tanto, si bien la medida 
gremial que adoptamos estuvo centrada en no dar la información para la subasta, dicha información ya estaba 
en poder del Banco Central desde el día 15 de febrero. 


Creemos, por tanto, que la única explicación a esto es la represión sindical y no tanto por las medidas 
adoptadas, ya que el economista de Brum dijo exactamente: "Fueron a joder al Parlamento". 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero decir que el hecho de que no haya dinero para la enseñanza, para la 
salud, etcétera, es su apreciación personal. 


SEÑORA YÁNEZ.- Efectivamente. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Dejo constancia de que yo no estoy de acuerdo con esas expresiones. 


SEÑORA TOURNÉ.- La invitada tiene la libertad de dar su opinión y usted la suya; la Mesa no tiene 
por qué observarla. 


SEÑOR CABALLERO.- Quisiera hablar de un último elemento que es altamente preocupante para el 
sindicato. Con la liquidación del Banco de Crédito, ya no contable sino definitiva, todos los uruguayos 
corremos el riesgo de no terminar de saber la verdad sobre el negocio de venta del Banco Pan de 
Azúcar al Grupo Benhamou, sobre la estafa del Grupo Soler en la financiera Royalties S.A., que 
finalmente da origen a la financiera RILOMAN -que tan preocupados nos tiene-, y con respecto al 
sobreendeudamiento del Grupo Moon, rompiendo con todas las normas bancocentralistas que 
establecen cuál es el nivel de endeudamiento que debe tener una empresa propietaria de un banco. 
Todo esto es algo que ha llevado mucho trabajo en la Comisión Investigadora del Sistema Financiero; a 
nosotros nos preocupa muchísimo y suponemos que también a los legisladores. 


SEÑOR BERNINI.- Otro aspecto que tiene mucho que ver con el tema de fondo, pero que viene bien 
para que cuenten con todos los elementos de información necesarios -es lo que más nos preocupa, y lo 
hemos denunciado reiteradamente-, es que una cartera de esta magnitud, con garantías por más de 
US$ 100:000.000 en manos de un privado implica, por ejemplo, que haya mutualistas a las que les 
puedan rematar sus sanatorios porque son las garantías que presentaron para obtener los préstamos 
que les concedieron. Este es un ejemplo gráfico, pero quiero decir que esto en manos de un privado, 
que lo que quiere es hacerse de los activos, va a significar que vaya derecho a liquidar las garantías. 
¿Cuántas decenas de miles de puestos de trabajo hay detrás de esas empresas que hoy tienen 
dificultades de pago? Obviamente, deudas gestionadas por el Estado, se toman con un criterio de 
Estado, pero gestionadas por un privado, se toman exclusivamente con un criterio de tratar de 
optimizar el recupero. 


Este es uno de los temas esenciales que vinimos a plantear al Parlamento y que derivó en que nos echaran a 
todos no al otro día sino el mismo día. 


SEÑORA CASTRO.- Ha sido muy acertada la decisión del sindicato de concurrir a la Comisión de 
Legislación del Trabajo porque se plantea un problema de relación laboral, precisamente, de despido. 
Pero me da la impresión de que esta problemática -más allá de que luego estudiaremos la 
documentación que nos van a entregar- tiene muchísimo que ver no solamente con lo que pasó cuando 
la crisis del sistema financiero, sino con lo que sigue ocurriendo. Esa es mi gran preocupación. 


Reitero que, más allá de que deliberaremos después de que la delegación se retire, me parece que hay 
elementos muy importantes que vinculan ambas problemáticas en un mismo cerno. 


Concretamente -acá estamos para aclarar la información que no hayamos comprendido-, ustedes 
mencionaron que entre tantas gestiones concurrieron al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Si no 
entendí mal, no solamente se entrevistaron con el señor Ministro sino que también concurrieron a la 
DINATRA, planteando allí la persecución sindical, la violación de los convenios internacionales, etcétera, y 
supongo que también exponiendo en parte, en su totalidad o, quizás, superabundando, la información que nos 
dan en el día de hoy. 


Con relación a lo que ocurrió con el señor Ministro, el señor Ramos nos trasmitió la contestación que brindó 
el titular de la Cartera y la que ustedes le dieron, pero si hubiese algún otro elemento referido a la actitud del 
señor Ministro con relación a gestiones a emprender, nos gustaría conocerlo. 


En lo que tiene que con la DINATRA, nos interesaría saber si es una instancia totalmente cerrada y por qué. 
Además, quisiéramos saber si concurrió la contraparte, quiénes concurrieron en nombre de la contraparte y 
en qué condición. Quizás también nosotros podamos acceder al acta si la solicitamos, pero si ustedes nos 
pudieran informar, por lo menos a mí me aclararía algunos elementos para tener en cuenta. Acá todos 
sabemos que la función de esta Comisión asesora no es exactamente la misma que la del Ministerio -esta es 
la que puede laudar-, pero tratamos de colaborar y eso mismo le hemos expresado al señor Ministro cuando 
hace muy pocos días concurrió a este ámbito. 


SEÑOR RAMOS.- Cuatro de nosotros concurrimos a las dos reuniones que tuvimos, tanto con el señor 
Ministro como con la DINATRA. 


En primera instancia, en la reunión que mantuvimos con el señor Ministro él dijo dos cosas. En primer lugar, 
la que ya señalé, es decir, cómo el Estado va a sancionar al Estado -lo que como trabajador privado me 
resulta curioso- y, en segundo término, que entendía que el Ministerio no tiene mecanismos legales para 
sancionar a una empresa del Estado, lo que fue avalado por el Subsecretario de dicha Cartera. 


Con respecto a la DINATRA, hubo dos reuniones a las que concurrimos la contraparte -o sea, el Banco 
Central- y nosotros, y no se llegó a un acuerdo, tal como está plasmado en el acta que acabo de entregar al 
Presidente de esta Comisión. Las gestiones a nivel de la DINATRA están totalmente cerradas. Lo único que 
se hizo fue dar paso a la Inspección General del Trabajo pero, a partir de lo que dijo el señor Ministro, ellos 
sostienen que no existe un marco jurídico para actuar con respecto a una empresa del Estado. Desconozco 
qué hará el Inspector General del Trabajo al respecto, pero lo que hizo la DINATRA fue remitir nuestra 
denuncia de persecución sindical a la Inspección. Si el Inspector encuentra que no existe un marco jurídico, 
supongo que archivará ese tema o, de lo contrario, le dará curso; esperaremos para ver qué es lo que hace la 
Inspección. Pero, reitero, en lo que tiene que ver con la DINATRA, ya está cerrada el acta donde consta el 
desacuerdo y no hay ninguna otra instancia prevista con el Ministerio. 


SEÑORA CASTRO.- Quisiera saber quiénes concurrieron a la DINATRA en nombre del Banco 
Central: si fueron los asesores legales y quiénes son. 


SEÑOR CUERVO.- En nombre del Banco Central concurrió el Jefe de la Sala de Abogados de esa 
institución, el liquidador del Banco de Crédito por el Banco Central y un abogado, el doctor Lerena, 
que no supimos en calidad de qué había asistido, no sabemos si fue contratado en esta instancia por el 
Banco Central para este tipo de situaciones o como abogado contratado del fondo de liquidación del 
Banco de Crédito. Nosotros planteamos esta situación y no nos supieron responder. Aparentemente, fue 
como abogado del fondo de liquidación, parte que no había sido citada a la reunión con la DINATRA. 


Queremos aclarar que todos los actos del fondo de liquidación del Banco de Crédito siempre fueron resueltos 
por el administrador delegado, nombrado por el Banco Central. En esta oportunidad, los despidos -que 
nosotros catalogamos como antisindicales, lo que fue reconocido por el propio Ministro de Trabajo y 
Seguridad Social- fueron resueltos por el Directorio del Banco Central y no por el administrador delegado. Es 
un dato sintomático, porque los administradores delegados no quisieron incurrir en un acto tan grosero. 
Entonces, tuvo que asumir la competencia el propio Directorio del Banco Central estableciendo los despidos, 


en una resolución en la que -quisiera puntualizar- hubo un reconocimiento expreso de que los despidos están 
fundados en la actividad sindical que desarrollaron los trabajadores. Esto lo establece la resolución a texto 
expreso: "por las medidas sindicales". Después, recurren a un argumento de carácter jurídico -que no 
compartimos en absoluto- respecto a que no habría habido preaviso del conflicto, por lo que la medida sería 
ilícita y, por lo tanto, el Directorio tendría facultades para despedir. Esta no es la posición que nosotros 
sustentamos ni la que históricamente, desde sus inicios, manejó la cátedra de Derecho del Trabajo de la 
Universidad de la República, desde el profesor Francisco de Ferrari, pasando por todos los catedráticos de 
Derecho Laboral hasta, inclusive, los actuales integrantes de la cátedra, que establecen que el preaviso -que 
es un requisito formal- no vuelve ilícita una medida de huelga. 


Otro de los fundamentos del Directorio del Banco Central para proceder a los despidos era que se había 
parado el proceso de liquidación y ellos, por mandato legal, tienen que acelerarlo. Claramente, el argumento 
que se esgrime es falso; el verdadero motivo es la acción sindical. Es falso porque en el momento en que se 
produjeron los despidos, la liquidación se paró absolutamente. Actualmente, no hay liquidación en el Banco 
de Crédito. Por lo tanto, mal puede decirse que se despide a los trabajadores para poder liquidar al Banco, de 
acuerdo con el mandato legal, cuando está todo parado. 


Quiero aclarar que discrepamos con el planteo que esbozó el señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social en 
cuanto a que la Inspección General del Trabajo no tendría competencia para sancionar a empresas del Estado. 
Esto no está resuelto a texto expreso en ninguna norma legal. Lo que está establecido es que la Inspección 
General del Trabajo debe velar por el cumplimiento de los convenios internacionales y colectivos de trabajo y 
no discriminar entre empresas estatales o privadas. Simplemente, esa es su competencia. En caso de no tener 
competencias para sancionar -se lo dijimos al señor Ministro y al señor Subsecretario- queremos un 
pronunciamiento del organismo correspondiente. No nos interesa en absoluto la sanción, que es pecuniaria, 
de tantas unidades reajustables por los trabajadores despedidos, sino que el Estado uruguayo enderece esta 
aberración del Directorio del Banco Central, que viola la Constitución de la República y los convenios 
internacionales de trabajo. Queremos que, de alguna manera, exprese su desacuerdo con el Directorio de una 
empresa pública. 


SEÑOR RAMOS.- La presencia del doctor Lerena la hemos cuestionado en la DINATRA, en tanto el 
Banco de Crédito en liquidación despidió a todos los abogados y, sin embargo, en el proceso de 
liquidación contrató a un abogado externo como asesor. Quiero destacar que la presencia del doctor 
Lerena solo corresponde a que fue contratado porque es deudor del Banco de Crédito en liquidación y 
con sus honorarios cancelaba la deuda. De aquí en adelante dejamos el precedente de pagar en especie 
las deudas que tenemos con el Banco de Crédito. 


Quiero decir de antemano que no estoy violando el secreto bancario porque la liquidación puso a disposición 
de quien lo quisiera ver la nómina de deudores del Banco de Crédito. Si la liquidación entendió que podía 
actuar así, yo puedo mencionar que el doctor Lerena es deudor del Banco de Crédito. 


SEÑOR ACOSTA Y LARA.- Voy a hacer alguna aclaración desde el punto de vista jurídico -coincido 
con el doctor Cuervo- para que figure en la versión taquigráfica. Evidentemente, uno está aquí como 
político, pero algunas de las apreciaciones que voy a hacer son a título personal y no de mi sector o de 
mi partido. 


En cuanto al despido sindical, al despido abusivo, considero que la Inspección General del Trabajo va a tener 
que actuar. Ante cualquier denuncia no tiene otra opción que llevar adelante el proceso administrativo 
correspondiente con la prueba que reciba. Luego terminará o no con una sanción. 


El Ministerio podrá considerar que no puede sancionar al Estado -al igual que el doctor Cuervo, considero 
que puede sancionar a otro organismo público y no existe ninguna disposición legal que lo impida-, pero si 
hiciera esa interpretación, esta Comisión tendría que reverla, porque no es poca cosa que un Ministro de 
Trabajo diga que tenemos un vacío legal. Para mí no es tal; mi interpretación es coincidente con la del doctor 
Cuervo. Si un señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social, del partido que sea, en un Gobierno democrático 
piensa así, me preocupa, porque he sabido estar del otro lado del mostrador y no da garantías que no se pueda 
sancionar porque la empresa es del Estado. Esto me asombra; no tengo por qué desconfiar de lo que ha dicho 
el gremio o un colega sobre lo que habrá dicho el Ministerio. Me parece que no debe ser así y estaremos 


detrás de la Inspección General del Trabajo para que tome las medidas del caso y dé garantías al gremio y a 
nosotros mismos. El Estado no es un ente todopoderoso, que en un estado de derecho no debe tener deberes y 
obligaciones; los debe tener y ser respetados. Después deliberaremos sobre esto en la Comisión si los 
compañeros lo entienden oportuno. 


Por otra parte, el despido sindical me parece gravísimo. No tengo el texto de la resolución del Directorio, 
pero me parece que fundar los despidos en una razón sindical es grave. ¡Ojalá tuviera esa prueba en un juicio 
laboral! No puedo creer que los servicios jurídicos de un organismo del Estado funden la resolución en eso. 
Coincido con el doctor Cuervo en cuanto a que nunca se vio en la doctrina de derecho laboral que el preaviso 
sea un elemento que impida que se realicen las medidas sindicales. Quería dejar constancia de eso porque es 
de honestidad intelectual por sobre todas las cosas. 


El Ministerio debe tomar las medidas del caso y luego analizaremos en esta Comisión los pasos a seguir en 
cuanto a la DINATRA y a esa Cartera. Más allá de eso, lo que más me preocupó fue la denuncia sobre el 
proceso de liquidación y que exista gente que tenga previo conocimiento de ello. Supongo que debe haber 
elementos fundados para hacer una afirmación de esa envergadura. Por más que algunos puedan considerar 
que esto excede las facultades de esta Comisión -que está estrictamente abocada a asesorar en aspectos 
legislativos en materia laboral-, como funcionarios públicos que somos no podemos quedar omisos y decir 
que vayan a la puertita de al lado, a la sección Denuncias, donde los van a atender. Por lo menos este 
legislador no tiene esa postura; se trata de algo que me alarma. Hay que tener transparencia y cristalinidad en 
lo que respecta a los bancos y a los funcionarios, tema que ha sido tan manoseado. Nuestro sector político 
quiere que esos puntos se aclaren a los efectos de que después no puedan ser utilizadas con otra 
intencionalidad. Esto es como cuando decimos al barrer: "Son todos iguales”. ¡No es así! 


Si los demás compañeros lo entienden oportuno, me gustaría clarificar esto; el Banco Central va a tener que 
dar explicaciones a los legisladores. 


SEÑORA TOURNÉ.- Creo que es bastante inevitable abstenernos de las decisiones del Banco Central 
en lo que tiene que ver con lo financiero, con sus repercusiones directas en el mundo laboral, por lo 
menos desde mi interpretación. Coincido plenamente con lo que recién afirmaba el señor Diputado 
Acosta y Lara. Por lo menos para mí -después lo discutiremos-, es clarísima la persecución sindical y 
los despidos antisindicales; no ameritan la más mínima discusión, sobre todo con las pruebas que nos 
acaban de entregar. 


Lamento decir que no me asombra que el señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social diga que no tiene 
competencia en la materia. Discrepo totalmente con su interpretación, pero es la actitud que los Ministros de 
Trabajo y Seguridad Social de estos últimos Gobiernos han reiterado frente a todos los conflictos que se 
generaron en el ámbito del Estado. Es absolutamente así. Ese fue uno de los temas de debate con el señor 
Ministro de Trabajo y Seguridad Social cuando compareció ante esta Comisión la semana pasada. Es una 
vieja discusión de interpretación, a mi modo de ver -muy discutible, por supuesto- equivocada, de los roles y 
funciones del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, de la Inspección General del Trabajo y de la 
Dirección Nacional de Trabajo. Lamentablemente, han reiterado esta visión, confundiendo protección de 
derechos laborales o delimitación de competencias con la pertenencia a un Cuerpo: como pertenezco al 
Ejecutivo, no me meto con los integrantes del Ejecutivo, lo que me parece por demás triste. Constato que una 
vez más el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social cae en este tipo de actitudes. Esa es una muy mala señal 
porque como muy bien decía la delegación ya se ha sentado un precedente y por eso pasa lo que pasa en este 
país en materia de trabajo; no se mete con los públicos y menos aún con los privados. 


Creo que esta Comisión deberá decidir cuál será su posición frente a este problema; sería muy bueno que así 
lo hiciera. Además, tendrá que hacer un seguimiento muy especial porque creo que para relaciones futuras, 
no solo con los trabajadores en este momento implicados, sino también con otros, es de vital importancia 
saber si el señor Ministro realmente se considera o no pintado al óleo, como se decía anteriormente. Esto 
tendrá que ser refrendado o no por el señor Ministro y quienes integran su equipo; quedará claro; nosotros 
tendremos que preguntarles al respecto. 


Por otra parte, y a modo de reflexión, creo que estos despidos tienen mucho que ver con las denuncias que 
AEBU formuló en esta Casa. Obviamente, dado que, como decía la delegada sindical Yáñez, se denunció un 
negocio turbio -que a mi entender sigue turbio- es muy conveniente que ningún trabajador denuncie nada más 


porque puede correr riesgo su fuente de trabajo. Se está dando una señal clara que cualquier trabajador 
medianamente informado puede leer. Entiendo que eso es absolutamente pernicioso para un régimen 
democrático. 


La Comisión de Legislación del Trabajo deberá debatir y resolver sobre este asunto, teniendo en cuenta el 
marco general, no solo en el aspecto laboral, más allá de que debe opinar de acuerdo con sus competencias. 
Esto no se puede desencuadrar del resto de las denuncias gravísimas -comparto lo expresado por el señor 
Diputado Acosta y Lara- que la delegación acaba de formular a esta Comisión. 


SEÑOR BENTANCOR.- Quiero referirme a la posición del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
en lo que tiene que ver con su competencia para dirimir los asuntos que se dan a nivel público. 


Como se dijo, la Comisión ya abordó este tema y no una vez, sino varias, con distintos Ministros; la última 
vez fue hace aproximadamente una semana. Entiendo que sería conveniente que se hiciera entrega a la 
delegación de una copia de la versión taquigráfica de lo discutido con el señor Ministro en la sesión pasada. 
Digo esto porque, para ser concretos, a veces nos da vergúenza recibir delegaciones y delegaciones que nos 
hacen planteos parecidos a los de ustedes y así como aquí se ha dicho que el señor Ministro parece estar 
pintado, también nosotros muchas veces nos sentimos de esa forma. Nos parece bueno divulgar lo que 
discutimos por todos los medios -a veces no hay prensa para esto-, para que por lo menos ustedes sepan sobre 
qué debatimos hace una semana con el señor Ministro y cómo este problema estuvo sobre la mesa creo que a 
propósito del conflicto de los trabajadores de la Corte Electoral. Este asunto tiene plena vigencia. 


Por otra parte, lo que se ha dicho en cuanto a que el Ministerio no interviene es muy relativo. Fui funcionario 
público durante muchos años, en ANCAP, y lo cierto es que el que decretaba servicios esenciales era el 
Ministerio. Entonces, ¿algunas veces interviene y otras no? Por ejemplo, en el caso de una desocupación en 
una empresa pública, ¿quién la pide? La ejecuta el Ministerio del Interior, pero en general, hay un acta y un 
pedido; se dice: "Aquí se terminaron las negociaciones y, por lo tanto, tramitamos el pedido". Eso lo hace el 
propio Ministerio. Entonces, desde mi punto de vista hay una contradicción muy grande. Nosotros ya hemos 
insistido lo suficiente con respecto a esta situación. Inclusive, en alguna oportunidad se le dijo al señor 
Ministro que si se trataba de carencia de herramientas jurídicas estábamos dispuestos a votárselas. Somos los 
primeros interesados en que se cumplan los derechos y las libertades sindicales consagradas por la 
Constitución, por los convenios internacionales de la OIT, etcétera. 


De manera que ya venimos trabajando sobre este asunto. Posiblemente, a partir de esta gota que desborda el 
vaso, deberemos tomar alguna iniciativa, respetando las normas de la Comisión. 


Si el señor Ministro reconoció -como entendí- que estamos frente a una violación de los derechos sindicales, 
me gustaría saber cómo puede sostener eso y actuar de la forma en que lo hizo, con pasividad, dejando que 
otros resuelvan los problemas. 


Por último, sin alterar la discusión, me parece importante que, como es costumbre de esta Comisión, 
recibamos no solo los puntos de vista de los trabajadores sino también los de la contraparte, es decir, el 
Directorio del Banco Central o quienes tomaron esta iniciativa. Deberíamos hacerle llegar la versión 
taquigráfica y darles la oportunidad de que nos den su punto de vista. En este caso, creo que deberíamos 
invitar, por un lado, al señor Ministro, por sus responsabilidades concretas, y, por otro, al Directorio del 
Banco. 


SEÑOR RAMOS.- Quiero hacer dos aclaraciones. 


La primera es con respecto a la intervención del señor Diputado Acosta y Lara en lo que refiere a la subasta y 
al conocimiento previo de las cinco empresas que hemos señalado aquí y públicamente. Tenemos otros 
elementos, pero creo que el más claro es lo que se publica en el diario "El País" el día 16 de marzo, donde se 
dice que hay cinco interesados en la subasta del Banco de Crédito. 


Quiero aclarar, como dato adicional que, aparentemente, el Banco Central tiene un nuevo Director, que se 
llama "Fuentes". Cuando en la prensa se habla del Banco Central se hace referencia a "fuentes"; nunca habla 
nadie en particular. Simplemente se refieren a fuentes del Banco Central. De manera que parece que hay un 


nuevo Director que se llama "Fuentes", que queremos conocer, porque no lo votó el Parlamento, no lo votó 
nadie. Digo esto con sorna, en tono de broma, de ironía, pero es verdad. 


Con respecto a este tema en concreto, se habla de "fuentes", de "voceros". El otro día, voceros decían que 
podían no pagar siquiera los despidos porque esto era sabotaje; estoy hablando de "El Observador" y "El 
País" del día de ayer. Con respecto a la cartera, repito, si usted llama hoy al Banco Central como estudio 
jurídico, como empresa interesada o como personas físicas interesadas en comprar los pliegos, les dicen que 
no están. Recuerdo esto porque es previo a lo que señala un artículo del diario "El País", que dice así: "Tres 
de las cinco empresas precalificadas para participar de la administración de los activos de los Bancos 
Comercial, Montevideo y Caja Obrera compraron el pliego de condiciones elaborado por el Banco Central 
(BCU) para vender los activos remanentes de la liquidación del Banco de Crédito (BDC)...". ¿Qué pliego? Si 
no hay. 


SEÑORA TOURNÉ.- ¿Cómo precalificaron? 


SEÑOR RAMOS.- Precalificaron para la otra liquidación. Esto fue revelado al diario "El País" por 
fuentes financieras. Las fuentes financieras son las del Banco Central; operación con la que la 
autoridad monetaria piensa seguir adelante pese a los despidos del personal de la liquidación efectuada 
a partir de ayer, dijeron fuentes del organismo. Repito: fuentes. 


El pliego de condiciones que contiene las bases de la venta que tenía un precio de US$ 5.000 fue adquirido 
por cinco empresas. Pero la segunda etapa del proceso, es decir, la entrega de la información referida a los 
activos en venta no pudo ser completada porque el sindicato bancario de AEBU se negó a proporcionarla, 
digamos, las fuentes del Banco Central. Entonces, señores, a esta altura creo que lo que hay es un gran 
misterio. Si ustedes llaman al Banco Central y piden por los pliegos no están porque cinco empresas los 
adquirieron y no le pueden dar la información complementaria. Esta información la tenían al 15 de febrero 
porque de otro modo no podrían haber sacado el aviso de subasta de la cartera. El aviso señala que se trata de 
un llamado a oferta de precios para la enajenación de parte de la cartera del Banco de Crédito. Se ha resuelto 
hacer un llamado a ofertas de precio para la enajenación de un conjunto de créditos del Fondo y sus 
respectivas garantías. La fecha era hasta el 20, pero se prorroga unos días más. Quiere decir que sacaron el 
aviso y no tenían la información. Acá hay algo por lo menos incongruente. O en el Banco Central son poco 
serios al sacar este aviso sin tener la información o, de lo contrario, tienen la información y se la dieron a 
algunos sí y a otros no. Es lo que dice el artículo del diario "El País" que acabo de leer. 


SEÑORA RIVERO.- En realidad no voy a opinar sobre las apreciaciones de lo que ha hecho o no el 
Banco Central porque es un tema bastante complejo, delicado y me gustaría estudiarlo a fondo con la 
documentación que ustedes dejaron. 


Me voy a referir a los despidos y a la actitud del señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social que, como 
pueden apreciar los invitados, fue uno de los temas que más nos preocupó porque atañe directamente a la 
Comisión. Obviamente, el hecho de que el propio Ministro de esa Cartera diga que no tiene incidencia sobre 
un conflicto laboral o sobre un despido de funcionarios, sea de la característica que sea, nos llama la 
atención. Nos preocupa mucho que él sostenga que no tiene un marco legal. Esta Comisión ha trabajado 
durante tantos años y el Ministro ha venido en muchas oportunidades para abordar conflictos con los 
funcionarios públicos. ¿Recién ahora se da cuenta de que no existe un marco legal? Tampoco ha enviado al 
Parlamento los proyectos correspondientes como para darles ese marco jurídico. 


También es preocupante el hecho de que se tomó una decisión -no voy a entrar en el terreno de decir si es 
buena o es mala, si es conveniente o no-, y no creo que deban ser unilaterales. Todos tenemos el derecho a 
reclamar por la decisión que haya tomado el otro, es decir, el derecho a la defensa; si hay un ataque, hay una 
defensa. Todo trabajador tiene el derecho a defenderse. Me parece que si hubo este tipo de comentarios, en 
realidad, se está lesionando un derecho a reclamar por su lugar de trabajo, a defender su posicionamiento, su 
fuente laboral, sus ingresos. Yo tengo una empresa agropecuaria y despido a un funcionario, se puede 
presentar o no en el Ministerio de Trabajo, depende, pero allí hay una contraparte: él por un lado y yo por el 
otro, es decir, empresa y patrón. Esa instancia tiene que darse. 


Este tema lo vamos a seguir deliberando para ver cómo se puede dilucidar, si es llamando al Ministro, al 
Directorio del Banco Central; lo resolveremos entre nosotros. Por supuesto que vamos a estudiar 
detalladamente todos los documentos que ustedes nos van a dejar y seguiremos trabajando en este tema. 


No se trata de que un organismo del Estado tome una decisión y que nadie la pueda cuestionar. Obviamente 
que es cuestionable; el Parlamento cuestiona las decisiones que toma el Gobierno, cada uno de los 
representantes de las distintas Carteras y las Comisiones trabajan en base a eso. Es cierto que el señor 
Ministro estuvo aquí la semana pasada y también que una vez más estuvieron presentes los temas laborales. 
Se habló de la cuestión sindical, de que no había una legislación que respaldara totalmente las acciones 
sindicales. 


Quiero señalar que soy nueva dentro de esta Comisión, pero los demás integrantes señalaron que el señor 
Ministro tiene a estudio varios proyectos de ley, pero todavía no los ha estudiado para poder brindar un 
informe. De todas maneras, hay mucho por hacer. 


Como podemos observar, en los medios de prensa salen siempre los mismos titulares: el Estado contra el 
Estado. En definitiva, es el jerarca contra los funcionarios o decisiones arbitrarias contra los funcionarios. 
Vemos que las cosas son tratadas unilateralmente y creo que no debería ser así. 


SEÑOR RAMOS.- Quiero señalar que el Banco de Crédito tenía seiscientos setenta trabajadores, de 
los cuales quedaban ciento treinta y cuatro. Es decir, hubo procesos de despidos masivos en cuatro 
oportunidades distintas a esta última. Es sabido por AEBU que no reivindica en este momento el 
reingreso de los ciento treinta y cuatros funcionarios porque estamos en un proceso de liquidación, 
pero sí el cumplimiento inmediato del convenio firmado entre los Bancos República, Seguros y Central, 
el 4 de setiembre del año pasado. Además, el Banco Central va a querer cumplir el mínimo del 
convenio que es el tres por uno, cuando nosotros en realidad vamos a reivindicar en función de que 


necesita veintiséis empleados pero con la cuota que ellos tienen que cumplir. El convenio lo permite y es 
la única forma en que esto puede calificarse. 


Informalmente sabemos que el Banco Central está planteando por allí que algunos de los trabajadores 
afiliados a AEBU den una mano en la liquidación, si se revé este tema. AEBU no pide que se retrotraiga la 
medida. Pide sanciones severísimas al Banco Central por la represión sindical y el incumplimiento del 
convenio firmado el 4 de setiembre. Si llegamos a un acuerdo sobre estos temas, las denuncias obviamente 
seguirán, pero el hecho no se borra con una goma de borrar. De todos modos, estamos dispuestos, si el Banco 
Central lo requiere, a enviar a algunos funcionarios a la liquidación, porque estamos seguros de que dentro de 
seis meses la liquidación estará exactamente en el mismo lugar. Si hubo que agujerear la puerta del tesoro 
para poder abrirla, imaginen los diez mil juicios pendientes: ¿quién se hace cargo de eso? Ni siquiera saben 
dónde están las carpetas de los clientes. Pueden poner a Tea, KPMG, al estudio Ferrere y al estudio Posadas, 
pero en seis meses estaremos en el mismo lugar. AEBU no reivindica el retorno de los ciento treinta y cuatro 
empleados, porque nuestra reivindicación está en el convenio colectivo firmado el 4 de setiembre y en la 
sanción severísima al Banco Central. Coincido con lo que dijo el señor Diputado Acosta y Lara con respecto 
a que, en veinte años de militancia sindical -yo siempre me encontré con la verdad tapada, disfrazada-, nunca 
vimos un acta como esta, del Directorio, en materia de represión sindical. Fue armada el mismo día de la 
reunión en el Ministerio. Yo no podía creer la incompetencia que denotan los considerandos IV) y V), donde 
se da cuenta de que se despide por las medidas sindicales. No lo podía creer. En veinte años de militancia 
nunca me encontré con una prueba tan contundente como esta. 


SEÑOR MARESCA.- La señora Diputada hacía referencia a la defensa de la fuente laboral y de los 
ingresos y a los conflictos entre patronos y obreros que se dan a diario. En la misma línea de 
razonamiento que planteaba el señor Ramos quiero aclarar que no paramos en aquel momento por la 
reivindicación del incumplimiento del tres por uno, sino en función de lo que habíamos planteado el 1” 
de marzo a los legisladores en cuanto a la subasta. A veces nosotros damos por descontado muchos 
elementos por estar todos los días en estas cosas, entre el 28 de febrero de 2003 -cuando se determina la 
liquidación del banco, después de un período en el cual día tras día fuentes del Gobierno decían que se 
reabría de un momento a otro y en el que AEBU había planteado que el Banco de Crédito ingresara en 
el cuatro por uno pero eso no aconteció- y el mes de setiembre, cuando se produce la primera gran 
tanda de despidos, se estuvo trabajando en la recuperación, se pagaron cuotapartes a los ahorristas, se 
hizo el acuerdo de pagos convocando a los ahorristas para llegar a un acuerdo con el Banco Central, 


que posibilitó el acuerdo de pagos que están llevando adelante los ahorristas. A partir de allí y de las 
actas que mencionamos del mes de setiembre hubo 321 funcionarios despedidos el 1” de setiembre; 169 
el 31 de octubre; 4 el 12 de noviembre y 27 el 6 de febrero. O sea que, después de haberse llegado a los 
acuerdos en el mes de setiembre, el tránsito fue racional y la liquidación fue achicando la dotación en 
función de los requerimientos necesarios para llevar adelante la liquidación, sin que hubiera habido 
medida de conflicto ni ningún tipo de medida llevada adelante por los trabajadores. En eso radica toda 
la recuperación de la cual ya hemos abundado y que consta en los informes enviados a los 
parlamentarios. 


Entonces, llama la atención por qué se producen los despidos. En definitiva, el señor Sánchez -actual 
liquidador del Banco de Crédito- ha reconocido ante las jerarquías del Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social que el 15 de febrero, en momentos en que se hacen los pliegos, tenía acceso a toda la información y 
que la prórroga se hace porque seguía yendo gente a tratar de liquidar y de llegar a acuerdos con ahorristas. 
Hay cientos de cosas para contabilizar pero, en definitiva, esa afluencia impedía terminar el archivo 
definitivo. Se puso a la venta un 15 de febrero y yo supongo que fue porque alguien estaba y está muy 
apurado en hacer la subasta. Ese es el fondo del asunto. No estaba terminado porque seguía yendo gente a 
pagar y a alcanzar acuerdos entre deudores y ahorristas, que estaban permitidos. Eso era lo que no permitía 
terminar el ajuste de los datos. Pero una cosa es decir que no tuvieron nunca conocimiento de los temas 
mencionados por Laura Yáñez y otra es el hecho de que a partir del 1” de marzo el sindicato haya 
reivindicado el cumplimiento de un convenio firmado por los bancos oficiales. Las medidas se transmitieron 
al liquidador -por eso el preaviso no es válido- en el sentido de que no daríamos los datos sobre el ajuste final 
de ese archivo. El conocimiento de la cartera el Banco Central lo tenía; faltaba ajustar nada más que los 
elementos para hacer la subasta. Eso es lo que alertamos nosotros cuando pedimos que el Parlamento tomara 
intervención para saber qué había dentro de esas condiciones. Hicimos un acta donde preguntamos a los 
liquidadores acerca de montos y carteras, precios y si los acuerdos de pago entraban. 


En definitiva, la prueba de qué es lo que molestó y posibilitó la toma de esta determinación fue que 
viniéramos al Parlamento para solicitar que alguien mirara lo que había dentro, en vistas de recuperar lo que 
el Estado aportó como asistencia en el Banco de Crédito y como parte del fondo de estabilización del sistema 
que aprobó el Parlamento. En consecuencia, el Parlamento tiene derecho a saber de qué se trata y qué hay 
detrás. 


Si alguien se toma el trabajo de ver desde julio de 2002 los recortes de prensa advertirá que el Banco Central 
se mueve habitualmente con referencias a fuentes y a voceros. El domingo yo escuchaba por la radio que 
nosotros habíamos hecho un sabotaje. En las actas el Banco Central jamás dice eso, porque no lo puede 
probar, pero en la creación de opinión pública se dice que hubo sabotaje y que no reivindicamos volver. Lo 
que estamos reivindicando es el cumplimiento del otro acuerdo. 


Los temas están ligados y hay responsabilidades. El Vicepresidente del Banco Central, doctor Vieytes dice el 
martes 16 en Telemundo 12 que "hay 300 millones de dólares de cartera, aproximadamente, -y son todos 
créditos vencidos, muy castigados- [...]". Quien va a rematar está diciendo que lo que hay ahí es una 
porquería y hay cinco interesados. No es solo lo que dice la prensa. El 4 de marzo, cuando vamos a 
comunicar las medidas oralmente al contador Morales -quien en ese momento era el liquidador del Banco de 
Crédito-, él reconoce que hay cinco interesados. Si están diciendo que esa cartera está llena de porquerías y 
que está muy castigada -no sé qué significa el término-, con todos los créditos vencidos, a mí me extraña 
mucho lo que hay acá, por lo que reiteramos el pedido de intervención del Parlamento. 


Esa, para nosotros, es la causa fundamental que había que sacar del medio. No tengo dudas de que habrá 
muchas dificultades, pero no hay duda de que la subasta la pueden hacer igual y ese es el peligro que puede 
haber acá. 


La irresponsabilidad en el manejo de estas cosas es el peligro que puede haber aquí. A nuestro sindicato le 
pueden decir lo que quieran, pero no al Parlamento nacional. No puede proporcionar la información -ya no 
un vocero, sino un jerarca como es el Vicepresidente del Banco Central-, de que todos son créditos vencidos 
y muy castigados, cuando nosotros decimos -y nadie lo rebate- que hay US$ 108:000.000 de garantía; esto en 
verdad preocupa mucho. 


El viernes pasado, después de una semana, tuvimos que ir al Ministerio para decirles que teníamos las llaves 
del banco y que nadie las había requerido. Se trataba de las llaves de los tesoros y de las agencias del interior; 
entonces, rompieron la puerta del tesoro del banco, sin pedir la llave. Si solo pasara esto por incapacidad, yo 
me reiría; pero si regalan US$ 180:000.000, no me río. 


SEÑOR CABALLERO.- Quiero decir que en la plantilla laboral del banco había seiscientos setenta 
trabajadores y en un proceso de tres o cuatro tandas asumimos cerca de quinientos compañeros 
despedidos; entonces, quedaban ciento treinta y cuatro. 


Nosotros sabemos lo que vamos a hacer como sindicato y lo expresamos en este ámbito: no vamos a aceptar 
que en el lugar de esos ciento treinta y cuatro compañeros se contrate trabajadores de empresas tercerizadas, 
que pueden ser Tea, Deloitte € Touche, o la que sea. Además, sabíamos que en el proceso de liquidación esos 
compañeros se iban a ir quedando sin trabajo. Naturalmente, en la medida en que el proceso de liquidación 
llegara al final, todos se irían quedando sin trabajo y pasarían al seguro de paro creado por ley, cumpliéndose 
con el convenio de que los tres firmantes -por los tres bancos del Estado- hoy sigan estando en funciones en 
los Directorios de esos bancos. Esta situación se agravaría mucho más si se colocara a rompehuelgas en los 
puestos de trabajo de esos compañeros. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de nuestros invitados; como es costumbre, la 
Comisión citará a la contraparte, en este caso, a las autoridades del Banco Central del Uruguay. 
Oportunamente, se enviará la versión taquigráfica, a ustedes y al Banco Central del Uruguay. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


Tí maana dal nia da nádcin a 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


